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1. Concepto

Los honorarios, básicamente son el legítimo derecho que tiene una persona,
a una compensación económica adecuada por los servicios prestados. Tal y
como lo afirma Apitz1, etimológicamente, la palabra, ‘honorarios’ tiene su
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origen de la voz culta moderna (siglo XVIII) del francés honoraries, que es tam-
bién voz culta tomada del latín jurídico honorarium-honorarii que, en Vitruvio
y Ulpiano, ya significaba “derechos de las diferentes profesiones liberales”.

El maestro uruguayo Couture define a los honorarios como “el estipendio,
retribución, forma de pago de los servicios que prestan los profesionales uni-
versitarios o personas cuya actividad, preferentemente intelectual las hace
acreedoras a especial distinción”2.

Osorio sostiene que los honorarios son “la retribución que recibe por su tra-
bajo quien ejerce o práctica una profesión o arte liberal. Lleva implícito el
concepto de una retribución que se da y recibe como honor, dada la jerarquía
de quien realiza la tarea específica que debe ser remunerada”3.

En criterio de Bello Tabares4, los honorarios pueden definirse como la remu-
neración, estipendio o pago que recibe el profesional del derecho por las
actuaciones que realice en nombre de otra, sea persona natural o jurídica, las
cuales pueden ser judiciales o extrajudiciales.

El maestro Cuenca5 nos enseña, de manera sencilla y didáctica que los hono-
rarios son la remuneración económica a que tienen derecho los abogados 
y procuradores por sus servicios profesionales.

Como podemos observar de los conceptos anteriormente citados, el abogado,
como profesional, tiene derecho a percibir una justa y adecuada compensación
económica acorde a los servicios prestados a su cliente, patrocinado o repre-

2 Couture, Eduardo: Fundamentos del Derecho Procesal Civil. Editorial IBDF.
Montevideo, 2005, p. 319.

3 Osorio, Manuel: Diccionario de ciencias jurídicas, políticas y sociales. Editorial
Heliasta. Buenos Aires, 1978, p. 354.

4 Bello Tabares, Humberto Enrique Tercero: Procedimientos judiciales para el cobro
de honorarios profesionales de abogados y costas procesales. Editorial Liber. Caracas,
2006, p. 44.

5 Cuenca, Humberto: Derecho Procesal Civil. Tomo I. Ediciones de la Biblioteca de la
Universidad Central de Venezuela. Caracas, 1998, p. 399.
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sentado, bien como parte de su ejercicio profesional o en el desempeño de la
función pública. La cuantía de dichos honorarios será convenida entre el
cliente y el abogado, tomando en consideración lo dispuesto en el Reglamento
de Honorarios Mínimos Profesionales, así como el tiempo dedicado, el interés
económico del asunto, los límites temporales impuestos a la tarea del abogado,
y la dificultad del caso, tomando en consideración los hechos, personas, docu-
mentación, complejidad y especialidad jurídica.

Los honorarios profesionales se podrán adoptar de diversas formas, pudiendo
ser materializados por retribución fija, periódico o por horas, según sea el
acuerdo que exista entre el cliente y el abogado, excluyendo del mismo a la
cuota litis, punto que trataremos con mayor profundidad en el desarrollo del
presente tema.

Es significativo destacar que el abogado en ningún caso adquirirá intereses
personales en el asunto, en consecuencia, no podrá pagar, exigir ni aceptar
comisión u otra compensación de otro abogado o de cualquier otra persona,
por haberle facilitado o recomendado un cliente.

También es importante dejar claro, que no se pueden confundir los honorarios
con las costas ni con las litis expensas. Las costas son aquellos gastos que se
realizan desde el inicio del proceso hasta su conclusión, y son condenados a
cancelarlas la parte que resultare totalmente vencida en un proceso o en una
incidencia, debiendo en consecuencia, resarcir al vencedor de todos los gastos
ocasionados por el proceso, por lo tanto, es una condena accesoria que impone
el juzgador a quien resulte vencido totalmente en un proceso o en una inciden-
cia. Por otra parte, las litis expensas son aquellos gastos a los cuales está obli-
gado a sufragar el cliente en el proceso, y que no se encuentran comprendidos
dentro de los honorarios profesionales a los que tiene derecho el abogado; entre
esos gastos, tenemos, por ejemplo, los honorarios a expertos, fotocopias, viáti-
cos, publicación de carteles, etc. El Código de Procedimiento Civil6 señala en
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su artículo 172: “Las partes deben suministrar a sus apoderados lo suficiente
para expensas. Si no lo hicieren, no podrán exigir responsabilidad del apode-
rado que hubiere dejado de hacer algo que ocasione gastos”.

2. Normas que regulan el derecho que tienen los abogados
a percibir honorarios profesionales

Lo referente a la regulación de los honorarios profesionales de los abogados es
abordado por primera vez en nuestro país con la Ley de Abogados y Procurado-
res del 02 de marzo de 1863, luego con la Ley de Abogados y Procuradores del
30 de junio de 1919. Posteriormente, con la Ley de Montepío de Abogados del 03
de junio de 1942, la Ley de Abogados del 25 de junio de 1957, y finalmente,
con la actual Ley de Abogados7, la cual establece en su artículo 22, lo siguiente:

El ejercicio de la profesión da derecho a percibir honorarios por los trabajos
judiciales y extrajudiciales que realice, salvo en los casos previstos en la Ley.

Cuando exista inconformidad entre el abogado y su cliente en cuanto al
monto de los honorarios por servicios profesionales extrajudiciales, la
controversia se resolverá por la vía del juicio breve y por ante el Tribunal
competente por la cuantía. La parte demandada podrá acogerse al derecho
de retasa en el acto de contestación de la demanda.

La reclamación que surja en juicios contenciosos acerca del derecho a cobrar
honorarios por parte del abogado, será sustanciada y decidida de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 607 del Código de Procedimiento Civil
y, la relación de la incidencia, si surgiere, no excederá de diez audiencias.

Posteriormente, entra en vigencia el Reglamento de la Ley de Abogados8

(véase artículo 19, reproducido infra). Cabe destacar que también regula la

7 Publicada en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela N° 1.081 extraordinaria,
de fecha 23 de enero de 1967.

8 Publicado en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela Nº 28.430, de fecha 13
de septiembre de 1967.
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materia de honorarios profesionales de abogados, el Código de Ética Profe-
sional del Abogado Venezolano9 y el Reglamento Interno Nacional de Hono-
rarios Mínimos10.

3. Principios que regulan la relación jurídica entre cliente
y abogado, en cuanto sus honorarios

Tomando en consideración las enseñanzas impartidas por Cuenca11, encontra-
mos los siguientes principios que regulan la relación jurídica entre el cliente
y el abogado, en cuanto a honorarios:

i. Libre estipulación entre el abogado y su cliente, sin límites algunos, pues
no existen tarifas oficiales para el cobro de honorarios, así lo encontramos
previsto en el artículo 19 del Reglamento de la Ley de Abogados: “La retri-
bución económica de los Abogados se fijará en concepto de honorarios. Los
Colegios de Abogados podrán únicamente adoptar tarifas de orientación de
carácter mínimo o máximo, para conocimiento de los colegiados”.

Tal y como lo plantea Bello Tabares12 “si bien el abogado es libre de pactar
con su cliente la retribución por las labores realizadas, en todo momento debe
sujetar la fijación o estimación de los mismos a los parámetros a que se refieren
los artículos 39 y 40 del Código de Ética Profesional del Abogado Venezolano,
ya que en los mismos al ser estimados por el profesional del Derecho, por
mandato del Código en cuestión, deberá considerarse que el objeto esencial
de la profesión es el de servir a la justicia y colaborar en su administración sin
hacer comercio de ella, siendo la ventaja o compensación puramente accesoria,
por no poder constituir jamás un factor determinante para los actos profesionales,
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9 Aprobado en fecha 03 de agosto de 1985, por la Junta Directiva del XIII Consejo Superior
de la Federación de Colegios de Abogados de Venezuela.

10 Aprobado en fecha 26 de febrero del 2010 por el Consejo Superior de la Federación
de Colegios de Abogados de la República Bolivariana de Venezuela.

11 Cuenca: ob. cit. (Derecho Procesal Civil), p. 399.
12 Bello Tabares: ob. cit. (Procedimientos judiciales para el cobro de honorarios…),

p. 265.
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al extremo que deberá cuidar que la estimación no peque de excesiva ni de
ínfima o irrisoria, pues ambos supuestos son considerados como contrarios a
la dignidad profesional, constituyendo falta de ética que deja traslucir la falta
de honradez”.

El referido artículo 40 del Código de Ética Profesional del Abogado Venezo-
lano señala 13 elementos determinantes para la estimación de los honorarios
profesionales de abogados, siendo éstos los siguientes: a. Importancia del ser-
vicio; b. la cuantía del asunto; c. el éxito obtenido y la importancia del caso;
d. la novedad o dificultad de los problemas jurídicos discutidos; e. Su espe-
cialidad, experiencia y reputación profesional; f. la situación económica del
patrocinado, tomando en consideración que la pobreza obliga a cobrar hono-
rarios menores o ningunos; g. la posibilidad de que el abogado pueda ser
impedido de patrocinar otros asuntos, o que pueda verse obligado a estar en
desacuerdo con otros representados, defendidos o terceros; h. si los servicios
profesionales son eventuales o fijos y permanentes; i. la responsabilidad que
se deriva para el abogado en relación con el asunto; j. el tiempo requerido en
el patrocinio; k. el grado de participación del abogado en el estudio, plantea-
miento y desarrollo del asunto; l. si el abogado ha procedido como consejero
del patrocinado o como apoderado; m. el lugar de la prestación de los servicios,
o sea, si ha incurrido o no fuera del domicilio del abogado.

Como podemos apreciar, el referido artículo refleja en forma indubitable las
circunstancias que se deben tomar en cuenta para el establecimiento del mon-
to de los honorarios profesionales, debiendo, en consecuencia, el profesional
del Derecho tomar en consideración todos estos elementos para la fijación de
sus honorarios, la cual envuelven todas las aristas del caso y la condición
económica del cliente.

Tal y como lo señala magistralmente Bielsa13, “lo importante es que en la pro-
fesión los honorarios no sean el fin de la carrera. Que no sea el espíritu de
lucro lo que anima al abogado a ejercer su profesión. Que cuando pacta los

13 Bielsa, Rafael: La abogacía. Editorial Abeledo-Perrot. Buenos Aires, 1960, pp. 275-276.
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honorarios del patrocinio judicial o de la consulta no celebre un crudo pacto
facio ut des. Aún más, la fijación de honorarios, y sobre todo si es alta, con-
tribuye frecuentemente a dignificar la profesión, singularmente rebajada por
el comercio profesional de abogados sin el necesario decoro”.

Ahora bien, se debe tomar en consideración que, efectivamente, el abogado
tiene absoluta libertad para fijar el monto de sus honorarios, pero en los casos
de condenatoria en costas, el condenado solo tiene la obligación de cancelar
los honorarios profesionales al apoderado de la parte gananciosa en el proceso,
hasta un máximo de 30 % del valor de lo litigado, todo ello de conformidad a
lo previsto en el artículo 286 del Código de Procedimiento Civil. Como pode-
mos apreciar la norma solo es aplicable a la parte perdidosa y quien pretende
cobrar honorarios es la parte gananciosa o su apoderado.

ii. En cualquier momento en que lo estime conveniente, el abogado puede
estimar e intimar ejecutivamente el cobro de sus honorarios.

Como podemos observar, el abogado puede perfectamente ejercer el legítimo
derecho de estimar o intimar ejecutivamente el cobro de sus honorarios, no
tendría plazo para ello, simplemente cuando así considere oportuno exigir a
su cliente la cancelación de los mismos. Ese principio lo encontramos consagrado
en el artículo 167 del Código de Procedimiento Civil. Ahora bien, tendríamos
la excepción, si el profesional del Derecho pactó con su cliente un contrato por
medio del cual se haya fijado el pago de los honorarios a una condición o plazo,
todo ello de conformidad a lo previsto en el artículo 43 del Código de Ética Pro-
fesional del Abogado Venezolano: “El abogado deberá celebrar con su patroci-
nado un contrato por escrito, en el cual se especificará las condiciones de los
servicios y todo lo relativo al pago de los honorarios y gastos, que será firmado
por ambas partes, conservando cada una un ejemplar del mismo”. De ser así,
se regirá por el principio de la voluntad de las partes, obligándose a cumplir
con lo allí convenido.

También encontramos que el abogado puede perfectamente estimar e intimar sus
honorarios profesionales en cualquier momento, de acuerdo con lo dispuesto
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en el artículo 21 del Reglamento de la Ley de Abogados, el cual expresamente
estipula: “Lo señalado en el segundo aparte del artículo 22 de la Ley, debe
entenderse sin perjuicio de que el Abogado pueda estimar sus honorarios en
cualquier estado y grado de la causa, antes de sentencia y pedir que se le inti-
men a su cliente, quien podrá ejercer el derecho de retasa de conformidad con
el procedimiento establecido en el artículo 24 y siguientes de la Ley”.

iii. Caso de no haberse pactado honorarios, el abogado deberá estimarlos, pero
al cliente le corresponde el derecho de retasa o de objeción a lo estimado por
considerarlo excesivo, según el procedimiento previsto en la Ley de Abogados.

4. Fuentes del derecho a percibir honorarios profesionales

De acuerdo al criterio sostenido por Bello Tabares14, el derecho que tiene el
profesional del Derecho a percibir honorarios por las actuaciones efectuadas,
bien sean de naturaleza judicial o extrajudicial, pueden provenir de la presta-
ción de servicios que dimane de la voluntad de las partes o como consecuencia
de un contrato de servicios o mandato; igualmente podrían resultar de la obli-
gación que tiene en un proceso la parte perdidosa de reembolsar las costas a
la parte ganadora, también podrían provenir de la misma ley, como conse-
cuencia del ejercicio de la función de defensor ad litem o judicial.

5. Sujetos que tienen derecho a percibir honorarios
y sujetos que están obligados a cancelarlos

De conformidad a lo previsto en el artículo 22 de la Ley de Abogados, es
indubitable que de acuerdo con este precepto, el sujeto activo a percibir hono-
rarios profesionales es el abogado, bien sea en su condición de apoderado,
asistente, representante sin poder o defensor ad litem o judicial, y es abogado,
quien precisamente cumpla con los requisitos exigidos por nuestra legislación,
tal y como lo prevé el artículo 12 del Reglamento de la Ley de Abogados, que

14 Bello Tabares: ob. cit. (Procedimientos judiciales para el cobro de honorarios…),
p. 52.
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expresamente señala: “A los efectos de esta Ley y de este reglamento se con-
sidera abogado la persona nacional o extranjera que haya obtenido título de
abogado de la República o revalidado el expedido en el extranjero”.

También tendrían derecho a percibir los honorarios profesionales los herede-
ros del abogado, quienes perfectamente podrían exigir al cliente todos y cada
una de las cantidades adeudadas al causante por concepto de honorarios pro-
fesionales, en este caso particular, no se aplicarán los procedimientos previstos
en el artículo 22 de la Ley de Abogados, en virtud de que éstos estarían reser-
vados de forma exclusiva a las reclamaciones directas del abogado, debiendo
en consecuencia, ser tramitadas por medio del juicio ordinario previsto en los
artículos 338 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.

En lo atinente al sujeto pasivo del derecho a percibir honorarios profesionales
del abogado, encontraremos que será el cliente, quien efectivamente tendrá
que realizar la cancelación de dichos honorarios por las actuaciones que haya rea-
lizado el profesional del Derecho, bien sea por contrato de servicios, asistencia,
actuación sin poder, condena en costas, etc.15

6. Clases de honorarios profesionales

Los honorarios profesionales, a los efectos pedagógicos y de mejor compren-
sión, los clasificaremos de la siguiente manera:
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15 Zaibert Siwka, Daniel: “Los honorarios profesionales del abogado y la condena en cos-
tas”. En: http://www.zaibertlegal.com/wp-content/uploads/2013/05/los-honorarios-profe-
sionales-del-abogado-y-la-condena-en-costas.pdf, “independientemente de la naturaleza
jurídica de la relación del abogado con su cliente, lo cierto es que el abogado despliega su
actividad y conocimientos porque un cliente requirió sus servicios, a cambio de una justa
remuneración. Obviamente, queda excluida de la anterior premisa el supuesto en que el
abogado obra en nombre propio, pues en tal circunstancia concurren en una misma perso-
na quien requiere el servicio y la que lo presta” (también en: Estudios de derecho proce-
sal civil libro homenaje a Humberto Cuenca. Tribunal Supremo de Justicia. Fernando
Parra Aranguren, editor. Caracas, 2002, pp. 953-982).
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6.1. Conforme al sujeto activo que los reclama
i. Honorarios de abogados: Son aquellos que recibe el profesional del Derecho
en contraprestación a los servicios prestados, bien por mandato o asistencia al
cliente o patrocinado y eventualmente al condenado en costas; su reclamo judicial
se materializa por medio de la acción de estimación e intimación de honorarios
profesionales, por vía del procedimiento especial previsto en la Ley de Aboga-
dos o por vía autónoma principal, de conformidad al procedimiento breve pre-
visto en el Código de Procedimiento Civil, o por vía incidental siguiendo el
mismo cauce procesal especial dispuesto en la Ley de Abogados.

ii. Honorarios de auxiliares de justicia: Los auxiliares de justicia son todas
aquellas personas, que, sin tener la condición de partes en el proceso, terceros
intervinientes o funcionarios judiciales, participan legalmente en el juicio
aportando su conocimiento en función del procesamiento o resolución del
caso. Aquí encontraremos a personas que intervendrán en calidad de intérprete,
peritos, depositario, práctico, asociados y asesores, retasadores, curadores de
herencias yacentes, síndicos de las quiebras o atrasos y liquidadores, comisa-
rios, abogados o no, son auxiliares de justicia y sus honorarios deben ser can-
celados regularmente por las partes, según sea el caso.

6.2. De acuerdo a la clase de actuaciones de la que derivan
i. Honorarios judiciales: Son aquellos que el abogado devengará producto de las
actuaciones realizadas por éste dentro del decurso de un proceso jurisdiccional.

Aquí encontramos todas las labores ejecutadas por los abogados en el expediente,
y otros, que por ser preliminares, preparatorias, de investigación, mediación,
vigilancia o complementaria, y que no se constatan en el expediente, pero, a
pesar de ello, forman en nuestro criterio, una actividad judicial, la cual, siendo
debidamente demostrada por el abogado, será generadora de honorarios profe-
sionales. En este punto, la doctrina y la jurisprudencia han generado posiciones
encontradas. No hay un consenso absoluto en cuanto a la aceptación en la inti-
mación de honorarios de aquellas partidas o actividades materialmente no pro-
badas en el expediente, rechazando en consecuencia, los gastos que no consten
de modo auténtico en las actas procesales, a pesar de que los mismos sean útiles
y necesarios a los fines del proceso mismo.



Los honorarios profesionales

Sin embargo, es importante destacar que nuestro máximo Tribunal de Justicia,
en sentencia dictada por la Sala de Casación Civil16, se manifestó a favor de
incluir entre los honorarios profesionales a las actividades como la redacción
del poder, el estudio y la elaboración de la demanda y/o de la contestación,
señalando que estas actuaciones no pueden considerarse extrajudiciales, ya que
las mismas se encontrarían íntimamente ligadas al proceso; señala la referida
sentencia: “… el desarrollo de todas aquellas actividades conexas al juicio, ya
sea en representación del actor o del demandado, que permiten al profesional
del derecho adecuar los hechos que configuran la pretensión (actor) o su rechazo
(demandado) a los supuestos normativos, conllevan una actividad que ha de
valorarse como estrictamente judicial, a los efectos de estimar e intimar hono-
rarios y al momento de acordarlos por parte del Tribunal de Retasa”.

Todas estas actividades van a generar honorarios profesionales, cuyo monto o
valor encuentran referencia y criterios de establecimiento en lo dispuesto en los
artículos 22 al 28 del Reglamento Interno de Honorarios Mínimos de Abogados.

ii. Honorarios extrajudiciales: Son aquellos que el abogado devengará producto
de las actuaciones realizadas por éste fuera del decurso de un proceso juris-
diccional. Aquí encontraremos, entonces, todas esas actuaciones que realiza
el abogado a favor de su cliente o patrocinado, fuera del proceso jurisdiccional,
pero que son necesarias para la gestión encomendada; podríamos encontrar la
consulta, redacción de contratos, actas, estatutos, reportes, gestión de cobro 
o diligencias varias, trámites administrativos o cuasi judiciales, etc.

Todas estas actividades van a generar honorarios profesionales, cuyo monto o
valor encuentran referencia y criterios de establecimiento en lo dispuesto en los
artículos 10 al 21 del Reglamento Interno de Honorarios Mínimos de Abogados
y el artículo 40 del Código de Ética Profesional del Abogado Venezolano.
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16 TSJ/SCC, sent. de fecha 16 de marzo de 2000, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scc/
marzo/54-160300-rc98677.html.
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6.3. En cuanto a la condición del que presta
el servicio profesional

i. Honorarios por servicios profesionales: En el libre ejercicio de la profesión,
el abogado presta sus servicios personales, estableciendo o no con su cliente
o patrocinado una relación personalísima, la cual genera una extraordinaria
relación de confianza y fe del cliente hacia el abogado. A veces, podría suceder
que se solicite la asesoría, asistencia o representación a varios abogados a la
vez, para que los profesionales del Derecho ofrezcan sus servicios de forma
separada o conjunta, sin existir en ocasiones con estos abogados o apoderados.

Lo importante es que los honorarios profesionales se materializan por la
actuación individual y probada de cada abogado, y en este sentido, aunque se
hubiere conferido un solo instrumento-poder a varios abogados, solo tendrían
derecho a los honorarios aquellos profesionales del Derecho que hayan demos-
trado fehacientemente haber efectuado servicios de asesoría o realizado actua-
ciones vinculadas al mandato concedido, y la condición de coapoderado no los
constituye automáticamente en acreedores comunes, ni les da derecho a reclamar
honorarios en nombre de los otros coapoderados para tal fin.

Tal y como lo señala Apitz17, citando una decisión emanada de la Sala de Casa-
ción Civil de la extinta Corte Suprema de Justicia, de fecha 01 de noviembre de
1984, los profesionales del Derecho pueden prestar sus servicios bajo relación
de subordinación, sustituyendo o no su derecho a cobro de honorarios profesio-
nales por un salario y beneficios laborales. Es decir, en principio la existencia
de una relación laboral entre cliente-patrocinado-patrono y abogado exime el
deber de abonar honorarios profesionales por sus servicios, pero eventualmente
éste pudiere realizar trabajos adicionales reclamables por esta vía.

ii. Honorarios por servicios jurídicos colectivos o sociales: En nuestro país,
existe la posibilidad de ofrecer servicios de asesoría, gestión, asistencia o
representación jurídica, a través de escritorios jurídicos, bufetes o despachos

17 Apitz, Juan Carlos: Las costas procesales y los honorarios profesionales de los
abogados. Tomo II. Editorial Jurídica Alva. Caracas, 2000, p. 428.
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de abogados, todo ello de conformidad a lo dispuesto en el artículo 52 de la
Constitución, el artículo 2 de la Ley de Abogados y el artículo 19 del Código
de Ética Profesional del Abogado Venezolano, quienes pueden actuar como
sociedades civiles con fines de lucro, cooperativas o incluso como una sociedad
jurídica irregular o de hecho.

De acuerdo al criterio de Andrade18, el ejercicio colectivo consiste en la realiza-
ción de actividades de abogacía bajo relaciones contractuales, que implican la
participación de dos o más profesionales del Derecho, con dos modalidades
distintas, las cuales son:

a. No Formal: Significando la preexistencia de una relación de dependen-
cia y subordinación directa entre el profesional del derecho y su cliente en
el contexto de una organización sin personalidad jurídica (escritorio jurí-
dico o despacho de abogados) en los términos previstos por la Ley de
Abogados. Esta es la forma más común de ejercicio profesional colectivo,
rigiéndose normalmente por las limitaciones previstas en instrumentos
poderes y contratos de honorarios en los que se designa a cada abogado de
manera individual.

b. Formal: Esta modalidad del ejercicio de la profesión jurídica se mani-
fiesta a través de una organización social (con forma jurídica) por cuya
virtud los abogados que prestan su concurso en la realización de los actos
propios del derecho lo hacen bajo la dirección de la persona social a la que
pertenecen, sin sostener relaciones directas con el cliente o receptor de sus
servicios para la determinación de los límites de su ejercicio. En este
supuesto, el cliente paga los servicios al despacho o escritorio jurídico con
quien contrató inicialmente.

Estas formas de expresión colectiva de la práctica del Derecho (y especial-
mente la última de las nombradas), han obedecido a la innegable realidad del
crecimiento y ramificación extensiva de la Ciencia Jurídica, circunstancia
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18 Andrade, Jesús Guillermo: Los servicios profesionales colectivos. http://amlegal.
wordpress.com/2007/01/31/los-servicios-profesionales-colectivos/.
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que hace mucho más difícil ofrecer los servicios de la abogacía (tomada aisla-
damente) en forma competitiva dentro del mercado moderno, sin el apoyo de
una organización profesional que aúne los esfuerzos de cada individuo y los
releve de la tarea de acceder de manera separada y aislada al mercado de
clientes. Esta forma de ejercicio se encuentra reconocida por la legislación
venezolana y está apoyada en los criterios del Tribunal Supremo de Justicia.

6.4. En relación con la modalidad del pacto de honorarios
i. Honorarios por contrato: El contrato de honorarios profesionales constituye
una modalidad contractual, mediante la cual se define el alcance de la gestión
profesional a desempeñar y el monto de los honorarios que el abogado deven-
gará por tal concepto (véase artículo 43 del Código de Ética Profesional del
Abogado Venezolano). Ese contrato de trabajo deberá ser cumplido estricta-
mente entre las partes, tal y como lo establece el artículo 1264 del Código Civil.

En nuestro país, se ha tratado de cuestionar la legalidad de los contratos de
servicios profesionales de abogados, fundamentándose tal posición en lo dis-
puesto en el último aparte del artículo 1482 del Código Civil, que señala: “Los
abogados y los procuradores no pueden, ni por sí mismos, ni por medio de per-
sonas interpuestas, celebrar con sus clientes ningún pacto ni contrato de venta,
donación, permuta u otros semejantes sobre las cosas comprendidas en las cau-
sas a que prestan su ministerio”. Pero, en contraposición a ese criterio, la Sala
Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia19, determinó:

… la señalada disposición no prohíbe el pacto entre cliente y abogado
acerca de los honorarios profesionales que se causen con ocasión de una
gestión de representación en juicio o fuera de él, sino cuando el mismo se
celebre sobre las “cosas” comprendidas en las causas a que prestan su
ministerio (…) Sin embargo, el precio fijado por el tribunal a título de
indemnización por la pérdida sufrida, aun siendo esencial a la causa, no
puede asimilarse a las “cosas” genéricamente descritas en dicha norma
como el objeto de la prohibición, pues se trata de una suma de dinero, que

19 TSJ/SPA, sent. de fecha 02 de abril de 2002, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/spa/
abril/00529-020402-12090.htm.
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por su naturaleza es fungible, esto es, intercambiable por otra suma de
dinero que representa idéntico valor, lo cual determina y hace posible su
circulación en la sociedad, pues una suma de dinero es la misma con inde-
pendencia de su origen o de quien la detente. En tal virtud, cuando mediante
un convenio de honorarios profesionales se pacta sobre el porcentaje de una
suma de dinero a que se tiene derecho en virtud de una decisión judicial,
no se está pactando sobre el objeto de la causa en que un abogado presta
su ministerio, sino respecto de una referencia numérica y de cálculo para
tasar los servicios profesionales prestados, pues lo mismo da que dicho
dinero, en cuanto bien fungible, provenga del pago hecho al deudor de
dichos honorarios con ocasión de una sentencia condenatoria que le favo-
rezca, como de cualquier otra fuente lícita en que haya obtenido el dinero
para honrar la deuda asumida con el abogado. Así, el artículo 286 del
Código de Procedimiento Civil expresamente señala, respecto de las cos-
tas que debe pagar la parte vencida por honorarios del apoderado de la
parte contraria, que dichos honorarios no pueden exceder del 30 % del
valor de lo litigado. Obsérvese que la norma aludida no hace referencia 
a lo litigado, sino al valor de lo que ha sido objeto de disputa.

De tal manera que la prohibición contenida en el Código Civil debe entender-
se respecto de aquellas cosas esenciales de la causa no susceptibles de ser
reemplazadas o intercambiadas por ninguna otra.

ii. Honorarios sin contrato: En la práctica, es un hecho muy común que el abo-
gado y el cliente o patrocinado no firmen un contrato de trabajo, a pesar de que,
como señalamos en el punto anterior, el artículo 43 del Código de Ética Profe-
sional del Abogado Venezolano así lo establece, pero, ciertamente, la relación
entre el profesional del Derecho y su cliente se establece sin esa modalidad,
para ello priva la absoluta confianza y buena disposición de las partes.

Esta circunstancia genera un problema que muchas veces es difícil de mane-
jar, y es cuando se da el caso de incumplimiento del pago de los honorarios,
lo que supone mayores dificultades en el establecimiento de los montos acor-
dados o merecidos por el trabajo prestado, haciendo necesario recurrir al
mecanismo de la retasa, tema que abordaremos más adelante.
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Cabe destacar que, a pesar de que no exista un contrato de trabajo, los aboga-
dos pueden ejecutar actuaciones o gestiones judiciales o extrajudiciales, y en
el caso de que no exista un acuerdo de pago, el profesional del Derecho deberá
estimar e intimar sus honorarios en el tribunal correspondiente, a los fines de
que se le garantice su legítimo derecho a percibir honorarios.

iii. Honorarios por cuota litis: El pacto de cuota litis es aquel por medio del
cual el abogado acuerda con el cliente la cancelación de los honorarios profe-
sionales, de acuerdo con un porcentaje del valor de lo litigado, siempre y
cuando obtenga una sentencia a favor de su cliente o patrocinado.

En criterio de Liscano, el contrato de cuota litis se materializa “cuando el
abogado ajusta con el cliente a quien defiende o por quien demanda, que éste
le pagará los honorarios profesionales con un tanto por ciento o una parte del
bien, valor o producto que, por fuerza de sus eficaces oficios jurídicos, resulte
a salvo en definitiva del litigio. Es modalidad frecuente en este convenio, la
de que el propio abogado poderhabiente suministre también las expensas del
juicio con igual cargo de honorarios”20.

Cuenca21, citando a Sentis Melendo, señala que la jurisprudencia ha conside-
rado que se incurre en cuota litis cuando: a. El monto de los honorarios se fija
proporcionalmente al éxito; b. se conviene en una cantidad adicional, en caso de
triunfo; c. el cliente queda exonerado de pagar en caso de derrota; d. cuando
exista un máximo y un mínimo según el resultado de la litis.

El pacto de cuota litis se encuentra comprendido entre los contratos nomina-
dos por el Código Civil como aleatorios, puesto que, en ese caso, tanto el
abogado como el cliente, acuerdan que los honorarios profesionales consisti-
rán en un porcentaje del resultado favorable del juicio, asumiendo el abogado
el mismo riesgo que el cliente.

20 Liscano, Tomás: La moral del abogado y de la abogacía. Ediciones de la Presidencia
de la República. Caracas, 1973, p. 57.

21 Cuenca: ob. cit. (Derecho Procesal Civil), p. 391.
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Osorio22 ha sido uno de los más contundentes críticos del pacto de cuota litis,
afirmando tajantemente que:

… lo que la hace condenable es que arranca al abogado su independencia,
haciéndole partícipe en el éxito y la desventura. Procedemos con sereni-
dad sabiendo que lo que se premia es nuestro trabajo, cualquiera que sea
su trabajo; pero perdemos la ecuanimidad y se nos nubla el juicio, y no dis-
tinguimos lo lícito de lo ilícito, si incidimos en la alternativa de ver perdido
nuestro esfuerzo o lograr una ganancia inmoderada. La retribución del tra-
bajo es sedante. La codicia es hervor, inquietud, ceguera. El abogado que
a cada hora se diga “si gano este pleito, de los cinco millones me llevaré
dos”, se adapta a la psicología de los jugadores.

En nuestro país, no existe una prohibición expresa que impida la existencia
del pacto de cuota litis entre el abogado y su cliente, resultando un hecho bastante
común este tipo de compromiso, muy especialmente en materia de Derecho del
Trabajo, resultando sumamente beneficioso para el cliente o patrocinado que
no posee medios económicos suficientes para sostener los gastos que genera
un procedimiento judicial, asumiendo el abogado el riesgo, en virtud de que
dependiendo del éxito obtenido, obtendrá la compensación económica acordada
con el cliente.

7. Procedimiento para el cobro de honorarios profesionales

El procedimiento a seguir para el efectivo cobro de honorarios profesionales,
puede efectuarse, según sea el caso, mediante tres causes procesales distintos,
estos son: i. La demanda de acción de estimación e intimación de honorarios
profesionales por actuaciones judiciales, la cual debe tramitarse de conformi-
dad con lo establecido en el procedimiento especial dispuesto en los artículos
22 y siguientes de la Ley de Abogados y su Reglamento, aplicando supleto-
riamente normas del Código adjetivo civil y jurisprudencia emanada del Tri-
bunal Supremo de Justicia; ii. la acción por estimación e intimación por
actuaciones extrajudiciales o servicios judiciales y/o administrativos mandados
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22 Osorio, Ángel: El alma de la toga. Ediciones Nuevo Mundo. Barcelona, 1999, p. 22.
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por contrato, se ventilarán por el procedimiento breve establecido en los artículos
881 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, con derecho a retasa, y,
iii. por último, el cobro de honorarios de los auxiliares de justicia y demás gastos
judiciales, los cuales se tramitarán de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 33
y siguientes de la Ley de Arancel Judicial.

Con relación al procedimiento de estimación e intimación de honorarios profe-
sionales por actuaciones judiciales, debemos destacar, lo establecido por la Sala
de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia:

Expuesto lo anterior, esta Sala procede a señalar que el procedimiento a
seguir en materia de cobro de honorarios por actuaciones judiciales inten-
tado por el abogado de manera autónoma o incidental, bien sea contra su
cliente o contra el condenado en costas, es el siguiente:

El proceso de intimación de honorarios profesionales de abogado, pautado
en el artículo 22 de la Ley de Abogados, tiene carácter autónomo y puede
comprender o abarcar dos etapas, una de conocimiento y otra de retasa,
según la conducta asumida por el intimado. En la etapa de conocimiento,
cuya apertura se produce con la introducción del escrito de estimación e inti-
mación de los honorarios, lo que constituye una verdadera demanda de
cobro, una vez citado el demandado, éste dispone de diez días para impugnar
el cobro de los honorarios intimados y para acogerse a la retasa, de confor-
midad con lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley de Abogados (cfr., senten-
cia de esta Sala, de fecha 11 de agosto de 1993, caso: Juan Antonio Golia
contra Bancentro, C.A.). Luego de ello, se debe abrir expresamente por
el tribunal, la articulación probatoria de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 607 del Código de Procedimiento Civil; esta fase culmina con la
respectiva sentencia definitivamente firme de condena, que se pronuncia
sobre la demanda o, como fase única, con el solo ejercicio del derecho de
retasa, por parte del intimado.

La parte perdedora tiene derecho a que le sea revisada la indicada senten-
cia de condena dictada en la fase de conocimiento, no solo por el tribunal
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de alzada sino incluso por casación, bajo los supuestos y oportunidades
previstos por la ley.

En la segunda fase, de retasa, el demandado tiene derecho a que sea reta-
sado el monto condenado a pagar por la sentencia de condena, todo de
conformidad con el procedimiento de retasa dispuesto en la Ley de Abo-
gados, siendo de observar que la solicitud de acogerse al derecho de retasa
puede ser ejercido por el demandado en la oportunidad de contestar la
demanda, o dentro de los diez días de despacho después de haber quedado
firme la sentencia de condena (vid. sentencia de esta Sala Nº 601, caso:
Alejandro Biaggini Montilla y otros contra Seguros Los Andes, C.A.,
expediente 2010-000110).

Ahora bien, hechas las anteriores consideraciones, deben hacerse las siguien-
tes advertencias puntuales, de gran trascendencia: i. La fase de conocimiento
termina con la sentencia de condena y, en caso de que quede firme y no se
haya ejercido el derecho de retasa oportunamente, será dicha sentencia la
que se ejecute, sin que deba aludirse ni haya lugar a una nueva demanda
en que se dicte decreto o auto intimatorio alguno. De ahí la importancia, de
que la sentencia que condene al pago deba indicar el monto que condena
a pagar al demandado si es el caso, tanto porque debe bastarse a sí misma
para toda virtual ejecución, como también, para que sirva de parámetro 
a los jueces retasadores23.

Este criterio fue ratificado en sentencia dictada por la Sala Constitucional24

del Tribunal Supremo de Justicia, de fecha 25 de julio de 2011.

Conforme a la jurisprudencia anteriormente citada, se estableció que el pro-
cedimiento para el cobro de honorarios profesionales del abogado derivado
de actuaciones judiciales, constará de dos fases: la primera será la fase de
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23 TSJ/SCC, sent. de fecha 1º de junio de 2011, exp. Nº 2010-000204, http://www.
tsj.gov.ve/decisiones/scc/junio/rc.000235-1611-2011-10-204.html.

24 TSJ/SC, sent. de fecha 25 de julio de 2011, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/
julio/1217-25711-2011-11-0670.html.
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conocimiento, la cual está destinada a establecer el derecho del abogado 
a cobrar honorarios y la condena al pago de los mismos, y la segunda fase,
la cual se denomina “fase de retasa”, está destinada fundamentalmente al
eventual ejercicio y trámite de este derecho por parte del deudor-intimado.

Conforme al artículo 22 de la Ley de Abogados “… la reclamación que surja
en juicio contenciosos acerca del derecho a cobrar honorarios por parte del
abogado, será sustanciada y decidida de conformidad con lo establecido en el
artículo 607 del Código de Procedimiento Civil y, la relación de la incidencia,
si surgiere, no excederá de diez audiencias”.

La fase de conocimiento se iniciará con la presentación del escrito respectivo,
mediante el cual el abogado estima e intima al pago de sus honorarios profesio-
nales. En el referido escrito, se deberá cumplir con los requisitos generales exi-
gidos para toda demanda, como lo son los contenidos en el artículo 340 del
Código de Procedimiento Civil.

Bello Tabares25, citando a Humberto Bello Lozano Márquez, señala que el
escrito libelar, denominado en materia de honorarios judiciales “escrito de esti-
mación e intimación de honorarios de abogados”, conlleva consecuencias 
o efectos tanto de naturaleza procesal como sustancial, siendo los primeros: 
i. El escrito de estimación e intimación será el acto iniciatorio del proceso inci-
dental de honorarios; ii. obliga al órgano jurisdiccional a pronunciarse sobre la
admisión o no de la demanda; iii. en caso de admitirse deberá dictarse un decreto
intimatorio que ordene la intimación bajo apercibimiento o amenaza al deman-
dado o cliente; iv. conforme a lo previsto en el ordinal 2º del artículo 340 del
Código de Procedimiento Civil, se determina quién es el intimante y quién es el
intimado; y, v. se precisa el objeto de la pretensión, es decir, se determina cuál es
el objeto de la causal, según lo dispone el ordinal 4º del artículo 340 eiusdem.

Además de los requisitos establecidos en el artículo 340 del Código de Procedi-
miento Civil, el escrito de estimación e intimación de honorarios de abogados

25 Bello Tabares: ob. cit. (Procedimientos judiciales para el cobro de honorarios…),
p. 138.
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por actuaciones de carácter judicial, debe estar motivado, a los fines de deter-
minar el valor atribuido a cada una de las actuaciones. Para ello es menester
tomar en consideración los distintos elementos que contiene el artículo 40 del
Código de Ética Profesional del Abogado Venezolano.

El escrito de estimación e intimación de honorarios de abogados por actua-
ciones de carácter judicial deberá contener también pormenorizadamente
todos y cada uno de los trabajos profesionales realizados por el abogado, en
columnas, determinando el valor monetario de cada uno de ellos, lo cual
reflejará un resultado total del monto de éstos a intimar luego judicialmente.
A ella se refiere implícitamente el artículo 23 de la Ley de Abogados.

Cuando se esté en presencia de una intimación de honorarios profesionales de
naturaleza judicial a ser cancelados por la parte perdidosa, en virtud de una
condena en costas por sentencia definitivamente firme, la estimación o ava-
lúo de los servicios profesionales tendrá un límite máximo del 30 % del valor
de lo litigado, todo ello de conformidad a lo establecido en el artículo 286 del
Código de Procedimiento Civil.

Tal y como lo señala Apitz, “en la estimación de honorarios profesionales, el
abogado debe señalar todas las actuaciones en las que ha intervenido: la demanda,
la contestación, la oposición de excepciones y defensas, escritos y actos de
pruebas, escrito de informes y observaciones a éstos, así como cualquier otra
labor técnica, señalando con precisión los escritos, diligencias y actas en las
cuales ha intervenido y su importe pecuniario. Siendo necesaria la indicación de
la fecha del escrito, diligencia o acta correspondiente, el número de folio y
pieza del expediente judicial donde cursan las actuaciones valuadas, con indi-
cación del monto económico estimado de honorarios correspondientes a cada
una de ellas, las cuales conforman las distintas partidas de la reclamación”26.

El tribunal procederá a intimar al deudor al pago de los honorarios pretendidos;
éste dispondrá de diez días para impugnar el cobro de honorarios intimados 
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y para acogerse a la retasa, todo ello de conformidad a lo previsto en el artículo 25
de la Ley de Abogados.

De acuerdo al criterio sostenido por Bello Tabares27, las defensas que puede
ejercer el deudor, cliente o condenado en costas procesales, serían las
siguientes: i. Negar, rechazar, contradecir, desconocer o impugnar el derecho
que tiene el abogado intimante a cobrar honorarios, así como la realización de
las actuaciones reclamadas; ii. negar, rechazar, contradecir, desconocer o
impugnar el derecho que tiene el abogado intimante a cobrar honorarios, así
como la realización de las actuaciones reclamadas y a todo evento, acogerse
al derecho de retasa que le confiere la Ley; iii. acogerse al derecho de retasa
que le confiere la Ley, sin negar, rechazar, contradecir, desconocer o impug-
nar el derecho que tiene el abogado intimante a cobrar honorarios, así como
la realización de las actuaciones reclamadas, caso en el cual, se habrá obtenido
el reconocimiento tácito de los honorarios reclamados, debiéndose continuar el
juicio con la designación de los jueces retasadores; iv. no comparecer dentro
de los diez días de despacho siguientes a su intimación personal, o que com-
parezca a ejercer sus defensas en forma extemporánea o a destiempo, caso en
el cual quedará firme el derecho que reclama el abogado de percibir honorarios,
así como la estimación e intimación realizada, obteniéndose de esta manera
el título ejecutivo que se busca, como lo es el escrito de estimación e intima-
ción de honorarios, debiéndose seguir con la ejecución correspondiente; y, 
v. reconocer la deuda, cancelando la misma, caso en el cual el juicio termina
como consecuencia del convenio realizado por el demandado.

Seguidamente, el juez mediante auto expreso, deberá ordenar la apertura 
de la incidencia probatoria, tal y como lo establece el artículo 22 de la Ley de
Abogados, que remite al artículo 607 del Código de Procedimiento Civil, la
cual es de “ocho días sin término de distancia”.

Vencido el lapso probatorio, al día siguiente, es decir, al noveno día de despa-
cho, el tribunal debe proceder a dictar la sentencia de condena, mediante la

27 Bello Tabares: ob. cit. (Procedimientos judiciales para el cobro de honorarios…),
pp. 203-204.
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cual se pronuncie sobre el derecho del abogado a cobrar honorarios y exprese el
monto que se condene a pagar por tal concepto. Dicha decisión debe contener
los requisitos establecidos en el artículo 243 del Código de Procedimiento Civil.

Dicha decisión deberá determinar si el abogado reclamante tiene derecho o
no a percibir honorarios profesionales por las actuaciones reclamadas, ya que
al juzgador no le corresponde pronunciarse acerca del monto de los referidos
honorarios, ya que ello es competencia exclusiva del eventual tribunal de
retasa. Sobre la referida decisión, podrá ejercerse el recurso de apelación, el
cual deberá proponerse dentro de los cinco días de despacho siguientes a la
publicación del fallo, o dentro de los cinco días de despacho siguientes a que
conste en autos la notificación de las partes, todo ello de conformidad a lo
previsto en el artículo 298 del Código de Procedimiento Civil.

Ahora bien, en cuanto al procedimiento de estimación e intimación de hono-
rarios profesionales por actuaciones extrajudiciales, la misma se efectuará de
conformidad al procedimiento breve, previsto en los artículos 881 y siguientes
del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 22 de la
Ley de Abogados.

Con relación al Tribunal competente, la norma antes citada señala expresamente
que corresponderá conocer del asunto por cobro de honorarios extrajudiciales
al juzgado competente por la cuantía, ya para ello, es menester tomar en consi-
deración lo dispuesto en la Resolución Nº 2009-0006, dictada por el Tribunal
Supremo de Justicia28, mediante la cual se modificó la competencia de los juz-
gados para conocer de las materias civil, mercantil y tránsito. Esto quedará
determinado de la siguiente manera:

Artículo 1.- Se modifican a nivel nacional, las competencias de los Juz-
gados para conocer de los asuntos en materia Civil, Mercantil y Tránsito,
de la siguiente manera:
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a) Los Juzgados de Municipio, categoría C en el escalafón judicial, cono-
cerán en primera instancia de los asuntos contenciosos cuya cuantía no
exceda de tres mil unidades tributarias (3.000 U.T.).

b) Los Juzgados de Primera Instancia, categoría B en el escalafón judicial,
conocerán en primera instancia de los asuntos contenciosos cuya cuantía
exceda las tres mil unidades tributarias (3.000 U.T.).

A los efectos de la determinación de la competencia por la cuantía, en
todos los asuntos contenciosos cuyo valor sea apreciable en dinero, conste
o no el valor de la demanda, los justiciables deberán expresar, además de
las sumas en bolívares conforme al Código de Procedimiento Civil y
demás leyes que regulen la materia, su equivalente en unidades tributarias
(U.T.) al momento de la interposición del asunto.

Artículo 2.- Se tramitarán por el procedimiento breve las causas a que se
refiere el artículo 881 del Código de Procedimiento Civil, y cualquier otra
que se someta a este procedimiento, cuya cuantía no exceda de mil qui-
nientas unidades tributarias (1.500 U.T.); asimismo, las cuantías que apa-
recen en los artículos 882 y 891 del mismo Código de Procedimiento
Civil, respecto al procedimiento breve, expresadas en bolívares, se fijan en
quinientas unidades tributarias (500 U.T.).

La demanda introducida por el profesional del Derecho que pretenda el cobro
de sus honorarios por actuaciones extrajudiciales, deberá cumplir con los requi-
sitos exigidos en el artículo 882 del Código de Procedimiento Civil. Una vez
admitida, conforme a lo dispuesto en el artículo 341 del Código de Procedi-
miento Civil, el juzgado ordenará el emplazamiento de la parte demandada a los
fines de que comparezca por ante el Tribunal al segundo día de despacho
siguiente a la constancia en autos de las resultas de su citación, todo ello de con-
formidad a lo previsto en el artículo 883 del Código de Procedimiento Civil.

Materializada la citación, el demandado deberá comparecer ante el Juzgado
al segundo día de despacho siguiente, a los fines de dar contestación a la
demanda u oponga las defensas que a bien tenga.
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Tal y como lo plantea Bello Tabares29, pueden darse varias situaciones en el caso
de la contestación de la demanda, como podrían ser, las siguientes: i. Que nie-
gue, rechace y contradiga la demanda tanto en los hechos como al derecho, des-
conociendo o impugnando el derecho que tiene el abogado accionante de cobrar
honorarios profesionales, o desconociendo algunas o todas las actuaciones esti-
madas o intimadas, y todo evento se acoja al derecho de retasa que le confiere
la ley, caso en el cual el juicio seguirá su trámite; ii. que niegue, rechace, desco-
nozca o impugne el derecho que tiene el abogado accionante de cobrar honora-
rios profesionales, así como las actuaciones realizadas y reclamadas, pero que
no se acoja a la retasa, caso en el que igualmente seguirá el curso de la causa,
solo que no habrá lugar a la eventual retasa; iii. que reconozca que adeuda los
honorarios reclamados, pero que por considerar exagerado el monto peticio-
nado, se acoja a la retasa, caso en el cual, la fase declarativa del juicio concluirá,
es decir, no seguirá tramitándose el mismo, ya que hubo reconocimiento del
derecho reclamado, y se procederá a fijar oportunidad para designar jueces reta-
sadores; iv. que el demandado no comparezca a dar contestación a la demanda,
o que la misma se haga extemporáneamente, caso en el cual, se habrá configu-
rado la confesión ficta a que se refiere el artículo 362 del Código de Procedi-
miento Civil; v. que reconozca la deuda que mantiene con el actor, cancelándole
la misma, caso en el cual el juicio culmina como consecuencia del conveni-
miento de la demanda; vi. plantear las cuestiones previas, tal y como lo prevé
el artículo 884 del Código de Procedimiento Civil.

Una vez efectuada la contestación de la demanda, el proceso entrará en la
fase probatoria, por un lapso de diez días de despacho, mediante el cual las
partes promoverán y evacuarán los medios probatorios oportunos y pertinen-
tes a los fines de demostrar sus extremos de hecho o de excepción, tal y como
lo establece el artículo 889 del Código de Procedimiento Civil.

Se deberá dictar la correspondiente sentencia dentro del lapso de cinco días
de despacho siguientes, bien de la conclusión del lapso probatorio, o de la
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29 Bello Tabares: ob. cit. (Procedimientos judiciales para el cobro de honorarios…),
pp. 237, 238, 240, 244 y 250.
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contestación al fondo de la demanda o de la reconvención, si las partes hubie-
ren pedido la supresión del lapso, todo ello de conformidad a lo dispuesto en
el artículo 890 del Código de Procedimiento Civil. Dicha sentencia se referirá
a la existencia o no del derecho del abogado a cobrar los honorarios deman-
dados, así como al monto patrimonial de los mismos. En el caso de que el
demandado se acoja al derecho de retasa en la forma permitida en la ley, el
juzgador, en su sentencia declaratoria de la existencia del derecho al cobro de
los honorarios solicitados, deberá fijar el día y la hora para designar a los jue-
ces retasadores, tal y como se encuentra previsto en el artículo 27 de la Ley
de Abogados.

De la sentencia dictada donde se haya declarado el derecho o no a cobrar
honorarios profesionales extrajudiciales, se oirá apelación en ambos efectos,
si ésta se propone dentro de los tres días siguientes y la cuantía del asunto
fuere mayor de cinco mil bolívares, todo ello de conformidad a lo previsto en
el artículo 891 del Código de Procedimiento Civil.

En segunda instancia, se fijará el décimo día de despacho para dictar senten-
cia, lapso que es improrrogable, pudiendo las partes promover pruebas basa-
das en instrumentos públicos, la de posiciones y el juramento decisorio, tal
y como lo prevé el artículo 520 del Código de Procedimiento Civil.

La segunda fase, denominada de retasa, la cual solamente tendrá lugar si el
demandado se ha acogido a este derecho, para ello tiene dos oportunidades
tentativas: por una parte, el lapso de diez días que se concede para contestar
la intimación o también puede solicitar la retasa dentro del lapso de diez días
siguientes después de haber quedado firme la sentencia de la fase de conoci-
miento. Esta eventual fase se limitará exclusivamente a la retasa de las cantida-
des condenadas a pagar en la sentencia de condena de la fase de conocimiento,
conforme al procedimiento previsto en los artículos 25 y siguientes de la Ley
de Abogados.

De acuerdo a las enseñanzas de Cuenca30, la retasa es el derecho de objeción
que la Ley de Abogados acuerda al cliente cuando éste considere que es excesivo
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el avalúo que de sus servicios profesionales hace el abogado. Esta objeción
puede ser parcial o total, respecto a determinadas partidas o al monto total.

Bello Tabares31 concibe la retasa como “la facultad que tiene aquel sujeto al
que se le exige un pago de honorarios profesionales de abogados, bien sean
esos de carácter judicial o extrajudicial, para que los mismos sean revisados
por el tribunal de retasa, y se les atribuya un nuevo valor más bajo al estimado por
el abogado”.

Rengel-Romberg32 define la retasa como “la impugnación de la estimación
de honorarios profesionales que hace la parte condenada en costas por consi-
derarlos exagerados. Es un derecho de la parte condenada en costas”.

En nuestro criterio, la retasa es un derecho que tiene el demandado, mediante
el cual se ejerce su defensa ante la estimación de la cuantía de los honorarios
profesionales realizada por el abogado demandante, consistente en la solicitud
que el accionado realiza ante el tribunal para que se dé inicio a una incidencia que
tendrá como resultado una nueva estimación, a cargo de un órgano colegiado,
el cual determinará el monto definitivo a pagar al abogado por concepto de los
honorarios profesionales reclamados.

En cuanto a las especies de retasa, encontramos dos: la retasa obligatoria o de
oficio y la retasa a solicitud de la parte interesada.

La retasa obligatoria se presenta cuando la parte demandada o intimada en el
juicio ejecutivo de cobro de honorarios profesionales judiciales son de perso-
nas morales de carácter público, derecho o interés de niños, niñas o adoles-
centes, entredichos no presentes y presuntos o declarados ausentes, tal y
como lo dispone el artículo 26 de la Ley de Abogados. En la citada norma, lo
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30 Cuenca: ob. cit. (Derecho Procesal Civil), p. 407.
31 Bello Tabares: ob. cit. (Procedimientos judiciales para el cobro de honorarios…),

p. 272.
32 Rengel-Romberg, Arístides: Tratado de Derecho Procesal Civil venezolano. Tomo II.

UCAB. Caracas, 1991, p. 491.
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que se pretende es establecer una prerrogativa para brindar protección patri-
monial a los entes públicos, ya sean político-territoriales (República, estados
y municipios) o descentralizados funcionalmente (institutos públicos, empre-
sas, asociaciones o fundaciones del Estado, etc.) en razón de los intereses
colectivos o generales que estos representen. Así mismo, esta prerrogativa se
extiende a aquellas personas que se consideran en posición de debilidad, tales
como los niños, niñas y adolescentes, entredichos, no presentes y presuntos 
o declarados ausentes.

En este caso no resulta necesario para que sea ordenado el trámite ejecutivo
de retasa que el interesado la haya opuesto, lo cual puede suceder ordinariamen-
te, pero en su defecto el tribunal de oficio ordenará su tramitación hasta su
definitiva conclusión por sentencia, todo ello con la finalidad de salvaguardar
el interés público y las buenas costumbres.

La retasa a solicitud de la parte interesada, voluntaria o facultativa, conforme
al criterio sostenido por Apitz33, se da cuando no se trata de las anteriores per-
sonas morales o naturales, en razón de lo cual para que la retasa se entienda
válidamente opuesta, deberá interponerse oportunamente por el interesado
una vez verificada su intimación mediante solicitud escrita, para que el tribu-
nal la acuerde y sustancie hasta su definitiva conclusión por sentencia que
establecerá el quantum definitivo de los honorarios profesionales reclama-
dos. Esto implica una manifestación de voluntad inequívoca por el interesado
para que sea reconsiderada a posteriori la valoración que ha hecho el abogado
intimante de sus honorarios.

La retasa por actuaciones de carácter judicial, se encuentra regulada en el
artículo 25 de la Ley de Abogados, que establece: “La retasa de honorarios,
siempre que sea solicitada dentro de los diez días hábiles siguientes a la inti-
mación del pago de los mismos, la decretará el Tribunal de la causa o el que
estuviere conociendo de ella cuando se los estime, asociado con dos aboga-
dos, y a falta de éstos con personas de reconocida solvencia e idoneidad,

33 Apitz B.: ob. cit. (Sistema de costas procesales…), p. 355.
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domiciliados o residenciados en jurisdicción del Tribunal, nombrados uno
por cada parte…”.

De acuerdo con la norma anteriormente transcrita, la parte demandada dispone
de un lapso para ejercer la retasa, y el mismo es de diez días de despacho, con-
tados después de la intimación al pago de los honorarios profesionales. Pero
podría darse el caso de que el demandado, en el lapso antes señalado, se limi-
te a rechazar y contradecir el derecho al cobro de honorarios profesionales,
sin haberse acogido al derecho de retasa; en criterio de Bello Tabares34, si la sen-
tencia que se dicte determina que el abogado sí tiene derecho a percibir los
mismos, una vez que esta quede firme, el juez, en aplicación del artículo 25
de la Ley de Abogados, deberá intimar nuevamente al deudor a fin de que
manifieste si se acoge o no al derecho de retasa que le confiere la ley, y en
caso de acogerse, se fijará nueva oportunidad para el nombramiento de los
jueces retasadores; en caso de no acogerse al derecho de retasa, la estimación
hecha en el escrito de intimación de honorarios, quedará firme, procediéndose
a su ejecución. De acuerdo con la citada sentencia dictada por la Sala de
Casación Civil, en fecha 1º de junio de 2011:

… En la segunda fase, de retasa, el demandado tiene derecho a que sea
retasado el monto condenado a pagar por la sentencia de condena, todo de
conformidad con el procedimiento de retasa dispuesto en la Ley de Abo-
gados, siendo de observar que la solicitud de acogerse al derecho de retasa
puede ser ejercido por el demandado en la oportunidad de contestar la
demanda, o dentro de los diez días de despacho después de haber quedado
firme la sentencia de condena…

Es por ello, que en materia de intimación o estimación de honorarios profe-
sionales por concepto de actuaciones judiciales, el demandado tiene dos
oportunidades para ejercer el derecho a retasa: el primero en la oportunidad
de contestar, ya sea como defensa principal o como defensa subsidiaria a la
oposición al derecho de cobrar honorarios profesionales, y segundo, dentro
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de los diez días de despacho siguientes de haber quedado definitivamente firme
la sentencia condenatoria del pago de honorarios profesionales.

La retasa por actuaciones de carácter extrajudiciales, de acuerdo con lo estable-
cido en el artículo 22 de la Ley de Abogados –transcrito supra–, la oportunidad
para ejercer el derecho de retasa por actuaciones de carácter extrajudiciales será
en la contestación de la demanda, por lo que no existe otra oportunidad procesal
distinta para que el demandado pueda ejercer ese derecho, como sucede en
materia de honorarios judiciales, salvo el caso en que el demandado haya
manifestado su voluntad de acogerse a la retasa, luego que fuera declarado
procedente el derecho a percibir honorarios.

De conformidad con lo establecido en el artículo 25 de la Ley de Abogados,
el tribunal retasador estará conformado por tres miembros, el juez de la causa
y dos abogados, y a falta de éstos con personas de reconocida solvencia e ido-
neidad, domiciliados o residenciados en jurisdicción del Tribunal, nombrados
uno por cada parte, quienes deberán estimar si el valor que el profesional del
derecho ha fijado a sus actuaciones es aceptable o no, y en caso de conside-
rarlo exagerado, deberán reducirlo al monto que consideren justo y equitativo.
Este tribunal de retasa es un tribunal de hecho, por cuanto lo que va a revisar
son las cantidades estimadas y no el derecho en cuestión.

En opinión de Apitz35, el tribunal de retasa no es un tribunal de hecho ni de
derecho sino de equidad, y ello lo fundamenta en el siguiente criterio: “Los
retasadores responden a una función social y gremial, aun cuando son aboga-
dos, y dictan una decisión de equidad antes que de derecho, pues a ellos se les
pide que determinen, con base en la escala axiológica descrita en el Código
de Ética del Abogado Venezolano y a su conciencia, la justeza de los honora-
rios que aspira el abogado intimante por el ejercicio de su profesión. A la
sazón, la decisión de retasa no juzga sobre hechos ni sobre derecho, sino
sobre los valores éticos involucrados con el ejercicio profesional y, particu-
larmente, sobre el quantum que con base en tales valores debe dársele a deter-
minadas actuaciones cumplidas por el abogado”.

35 Apitz B.: ob. cit. (Sistema de costas procesales…), pp. 361-362.
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No está tipificado en la Ley de Abogados, la oportunidad para fijar el acto
formal de nombramiento de jueces retasadores, lo cual quedará a discreción
del juez de la causa, el cual deberá hacerlo por auto expreso, todo ello de con-
formidad a lo previsto en los artículos 188 y 189 del Código de Procedimiento
Civil, en un lapso perentorio de tres días, tal y como lo dispone el artículo 10
del Código de Procedimiento Civil, con el requerimiento a las partes para que
concurran un día y hora determinada, con la mención de que deben presentar,
en dicho acto, la constancia de que los retasadores elegidos aceptan el nom-
bramiento. Los retasadores deben ser abogados, y, en su defecto, personas de
reconocida idoneidad y solvencia.

Tal y como lo dispone el artículo 28 de la Ley de Abogados, los retasadores
nombrados deberán concurrir al tribunal a los fines de prestar el debido jura-
mento, al tercer día de despacho siguiente a su nombramiento, a la hora que
fije el tribunal. El acto de juramentación de los retasadores será recogido en un
acta que al efecto se deberá levantar, la cual será suscrita por el juez, el secreta-
rio y los retasadores, todo ello de conformidad a lo previsto en el artículo 189
del Código de Procedimiento Civil.

Siguiendo a Bello Tabares36, llegado el acto de juramentación de los retasado-
res, de no comparecer alguno de ellos, o en caso de incumplir con sus funcio-
nes, el tribunal procederá a designar otro, a cuyo efecto deberá notificarlo a
fin de que comparezca al tercer día de despacho siguiente a la constancia en
autos de su notificación, para que acepte o excuse su cargo, y en el primero
de los casos preste el juramento de ley.

En cuanto a la determinación de los honorarios de los retasadores, los fijará
el tribunal prudencialmente, siendo el propio juzgado quien determinará la
fecha para la consignación de los honorarios a los jueces retasadores, todo
ello de conformidad a lo previsto en el artículo 26 de la Ley de Abogados. Si el
demandado no consigna oportunamente los honorarios de los jueces retasadores,
se entenderá renunciado el derecho de retasa, salvo que el demandado sea
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alguno de los entes mencionados en el artículo 26 eiusdem, a saber: personas
morales de carácter público, derechos o intereses de niños, niñas o adolescen-
tes, entredichos, inhabilitados, no presentes y presuntos o declarados ausentes.
En ese caso, el tribunal deberá fijar nueva oportunidad para la consignación
de los honorarios de los jueces retasadores.

De acuerdo a lo previsto en el artículo 29 de la Ley de Abogados, una vez
consignados los honorarios de los retasadores, se constituirá el tribunal de
retasa, el mismo día de la consignación, o dentro de los dos días de despacho
siguientes. El acto de constitución del tribunal colegiado deberá ser recogido
en un acta que al efecto se deberá levantar, la cual será suscrita por el juez, el
secretario y los retasadores, todo ello de conformidad a lo previsto en el artículo
189 del Código de Procedimiento Civil. En esa misma oportunidad, o en un
acto posterior, se procederá a designar al ponente, designación ésta que por
aplicación analógica del artículo 21 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,
corresponderá hacerla al juez de la causa.

Tal y como lo dispone el ya citado artículo 29 de la Ley de Abogados, el tri-
bunal colegiado deberá proceder a dictar sentencia dentro de los ocho días
hábiles siguientes a partir de su constitución. Para ello, es menester que el tri-
bunal de retasa tome en consideración a los fines del quantum de los honora-
rios, los parámetros comprendidos en el artículo 40 de la Ley de Abogados.

La sentencia dictada por el tribunal retasador es inapelable, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley de Abogados; por lo tanto, contra
esa decisión, las partes no pueden ejercer el recurso de apelación. En este sentido,
la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, señaló:

… Las desavenencias con los quanta intimados, nunca serían cuestiones de
derecho, sino de criterio valorativo, sobre el monto de los trabajos realizados
por el abogado. Tal determinación –que no es de índole jurídica sino que
obedece a juicios de valor– consideró el legislador que no era apelable por-
que el juez de la alzada no puede estar corrigiendo los juicios de valor de
otros, con los suyos propios, los cuales serían tan cuestionables como los
emitidos por los jueces de la primera instancia.
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Por lo tanto, no encuentra esta Sala que las disposiciones de la Ley de
Abogados que se han analizado, resulten contrarias a principios ni valores
constitucionales, ni tampoco que colidan con norma constitucional alguna
y, por el contrario, considera que la desaplicación de las mismas resultaría
contraria a la seguridad jurídica y al derecho de defensa de la contraparte
en el referido juicio de retasa37.

Cabe destacar, que también la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo
de Justicia, se pronunció al respecto:

… La Sala considera que las “decisiones de retasa” a que se refiere la nor-
ma, excluidas de apelación, solo se remiten a las dictadas por el tribunal
retasador constituido por sus tres miembros, y cuyo contenido sea el de -
sa rrollo de la única competencia que legalmente tienen establecida, esto
es, estimar si el valor que el abogado ha fijado a sus actuaciones es acep-
table o no, y en caso de considerarlo exagerado, reducirlo al monto que
estimen justo y equitativo.

La razón por la que este tipo de decisiones es inapelable es simple, y es
que la función que ejercen los retasadores, quienes responden a una fun-
ción social y gremial, aun cuando son abogados, dictan una decisión de
equidad antes de que derecho, pues a ellos se les pide que determinen, con
base en la escala axiológica descrita en el Código de Ética del Abogado
Venezolano y a su conciencia, la justeza de los honorarios a que aspira un
abogado por el ejercicio de su profesión. Entonces, la decisión de retasa
no juzga sobre hechos ni sobre derecho, sino sobre los valores éticos invo-
lucrados con el ejercicio profesional y, particularmente, sobre el quantum
que con base en tales valores debe dársele a determinadas actuaciones
cumplidas por el abogado38.
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De las citadas jurisprudencias se infiere, que si el tribunal de retasa se excede
en la competencia legalmente atribuida, es decir, decide sobre algún particular
que no sea estimar honorarios, dicha decisión sí podría ser recurrida vía apela-
ción, o una eventual acción de amparo constitucional si se lesionan o amenazan
derechos o garantías constitucionales, incluso se podría ejercer el recurso
de casación, por cuanto en ese caso no estaríamos en presencia de un juicio de
valor, sino ante un juicio de derecho, que sí es revisable en otras instancias.

* * *

Resumen: Desarrolla el autor un tema que es fundamental para los abogados
en ejercicio, como lo es lo referido a los honorarios profesionales. Así pues,
divide su estudio en siete partes, en los cuales, además de exponer la definición
de honorario, las normas que lo regulan, sus principios, fuentes y sujetos que
intervienen en dicha relación, explana su clasificación, según diversos criterios,
cerrando con la explicación del procedimiento judicial para el cobro de los
honorarios profesionales en sus variados supuestos, aderezando sus opiniones
con la jurisprudencia nacional. Palabras clave: abogado, honorarios, retaza,
intimación, estimación. Recibido: 29-01-2015. Aprobado: 14-02-2015.


